Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 11 minutos.) 


—De acuerdo con el artículo 107 del Reglamento de la Asamblea General, corresponde 
designar Presidente y Vicepresidente. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Propongo al señor Senador Martínez como Presidente. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta formulada. 
(Se vota:) 
—7 en 8. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Martínez.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 12 minutos.) 


—En virtud de que no está presente ningún representante del Partido Nacional, si los señores 
Legisladores están de acuerdo, queda postergada la elección de Vicepresidente y el punto se mantiene 
en el Orden del Día. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“ Nota del señor Presidente de la Asamblea General, contador Danilo Astori, de fecha 4 de 
diciembre de 2012, adjuntando copia de las palabras pronunciadas por el señor Edil Luis Arijón, 
relacionadas con la ejecución del Programa Uruguay Integra del MIDES. (Fue enviada a los despachos 
el día 6 de diciembre de 2012.) 


— Mail de la señora Asesora en Materia Penitenciaria, psicóloga Gabriela Fulco, de fecha 2 de 
enero de 2013, adjuntando información proporcionada por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos de la OEA, relativa al cierre de la solicitud de medidas cautelares iniciadas por Serpaj a raíz 
del fallecimiento de doce personas privadas de libertad en la cárcel departamental de Rocha. (Fue 
reenviada a todos los miembros por correo electrónico el día 22 de enero de 2013.)” 


—Como se recordará, el año pasado conversamos acerca de la posibilidad de recibir en 
audiencia a los representantes del Servicio de Paz y Justicia, quienes habían enviado información 
relacionada, fundamentalmente, con la implementación del Instituto Nacional de Rehabilitación. Como 
el pedido de entrevista fue reiterado, hemos concretado su visita para el día de hoy, tal como se 
informó en la convocatoria que los señores Legisladores recibieron. 


(Ingresan a Sala las representantes del 
Servicio Paz y Justicia — Serpaj.) 


—La Comisión Especial para el Seguimiento de la Situación Carcelaria da la bienvenida a las 
licenciadas Adriana Vaselli y Ana Juanche, quienes han concurrido en representación del Serpaj a fin 


de brindar información sobre el anteproyecto de ley de ejecución y funcionamiento del Instituto 
Nacional de Rehabilitación. 


SEÑORA VASELLI.- Ante todo, agradecemos a los integrantes de la Comisión el habernos recibido. 


Para nosotros es muy importante darles a conocer el anteproyecto de ley de ejecución y 
funcionamiento del Instituto Nacional de Rehabilitación, que ya hemos presentado en la Comisión de 
Derechos Humanos. Incluso, nos pareció pertinente enviarlo a todos los parlamentarios. 


Como bien dijo el señor Presidente, ambas venimos en representación del Servicio Paz y 
Justicia, organización que desde hace más de treinta años está trabajando en torno a la temática de 
los derechos humanos, y a partir de 1989 comenzó a realizar el monitoreo del sistema carcelario 
uruguayo, desde la perspectiva de los derechos humanos, enfocándose fundamentalmente en dos 
dimensiones: por un lado, el sistema en sí, o sea, infraestructura, servicios, recursos humanos y 
normativa —cuando hacemos las visitas a las cárceles hay una mirada hacia este lado— y, por otro, las 
condiciones de vida de las personas privadas de libertad, que es donde más énfasis hacemos. 


Nuestro trabajo se realiza a partir de visitas en el lugar, en todos los establecimientos de 
privación de libertad del territorio nacional. Se publican informes; todos los años Serpaj publica un 
informe general sobre los derechos humanos en el que este tema tiene prioridad. Vale decir que esos 
informes son de difusión pública, o sea que están al alcance de cualquiera. 


Hasta el año 2009 la metodología del monitoreo estuvo pautada por las orientaciones 
elaboradas por la APT, a través del desarrollo de entrevistas en profundidad basándose, 
fundamentalmente, en el método cualitativo, tanto a las autoridades como a los funcionarios y a las 
personas privadas de libertad. 


A partir de la venida del ex relator de la ONU Manfred Nowak, esto se planteó como tema 
fundamental y saltó a la vista de todos cuál era la situación de las cárceles. Ya desde el año 2005 
Serpaj venía denunciando esto, así como también el Comisionado Parlamentario. 


El control del proceso de reforma del sistema se inició durante la Administración del doctor 
Tabaré Vázquez, continuando y profundizándose en la actual gestión. En él Serpaj participa 
activamente, siempre en los ámbitos de diálogos bilaterales con el Poder Ejecutivo, así como también 
con mesas multisectoriales de apoyo a la creación de una política de Estado para el sistema 
penitenciario. 


Entre los años 2010 y 2012 realiza la primera evaluación integral del sistema penitenciario 
nacional, en sociedad con el Observatorio del Sistema Judicial y con el apoyo de la Unión Europea. 


Quiero agregar que este anteproyecto de ley está enmarcado en el “Atlas de la Tortura”, 
iniciativa en la que trabajamos con el Instituto Ludwig Boltzmann de Derechos Humanos; Serpaj es el 
punto focal de este proyecto y lo que estamos realizando es el seguimiento de las recomendaciones de 
Manfred Nowak. 


En cuanto a la evaluación integral del sistema penitenciario, si el señor Presidente está de 
acuerdo, me gustaría ceder el uso de la palabra a la señora Juanche para que continúe esta 
exposición. 


SEÑORA JUANCHE.- Antes que nada, quiero reiterar el agradecimiento por la amabilidad de habernos 
brindado este espacio para compartir con los señores Legisladores lo que son los resultados de 
nuestra investigación y uno de sus productos fundamentales, este anteproyecto de ley de 
funcionamiento del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Los insumos a través de los cuales pudimos consolidar esta propuesta, tienen que ver con un 
proceso de investigación anterior, muy profundo y de carácter cualitativo y cuantitativo que realizamos 


en todo el sistema penitenciario nacional en su dimensión de infraestructuras, servicios, personal, y 
también en lo que tiene que ver con la gestión de la privación de libertad y, fundamentalmente, en el 
impacto en las condiciones de vida de las personas privadas de libertad. Este estudio estuvo centrado, 
básicamente, en una muestra estadística representativa de toda la población privada de libertad. 


Así, encuestamos a 1.300 personas que viven en todas las cárceles distribuidas en el territorio 
nacional y esto se certificó con tasas de muestreo que anduvieron en el entorno del 10% de la 
población en los megaestablecimientos de la zona metropolitana, del 15% de la población en 
establecimientos de 300 personas o más, y del 50% en establecimientos menores y en sectores 
femeninos. Para el caso de las mujeres y, particularmente, de las embarazadas y de quienes 
comparten la reclusión con sus hijos, la estrategia fue el censo; las encuestamos a todas en todo el 
territorio nacional y, además, agregando un módulo diferenciado para ellas. La encuesta que 
realizamos duraba unos cuarenta minutos; para realizarla se aplicó la metodología “uno a uno” —es 
decir, una persona encuestadora y otra privada de libertad— indagándose, de alguna manera, el perfil 
individual de la persona en prisión, las características sociodemográficas constitutivas, la 
infraestructura, los servicios del establecimiento donde está recluida. Además, en un módulo al que 
llamamos “Derechos Humanos” se intentó monitorear el ejercicio o la efectivización de los derechos 
humanos al interior de las prisiones. 


El contexto para este trabajo tuvo que ver con el diálogo interpartidario sobre seguridad entre 
los diversos partidos políticos y el Gobierno, la promulgación de la Ley de Emergencia Penitenciaria, 
los proyectos y anteproyectos diversos de reforma del Código Penal y del Código de Proceso Penal 
que están en fase de tratamiento parlamentario —algunos de ellos—, la creación del Instituto Nacional de 
Rehabilitación y la fuerte inversión del Gobierno en infraestructura para el sistema penitenciario. La 
intención era de alguna forma, además, aportar a este proceso de reforma complementariamente, ya 
que Serpaj siempre ha tenido un rol de observador independiente de lo que es el cumplimiento de las 
obligaciones por parte del Estado en materia de derechos humanos y, de alguna manera, también 
poder acercar todas nuestras propuestas hacia el proceso de reforma y la experiencia acumulada en 
muchos años. 


SEÑORA VASELLI.- Vamos a tratar de ser lo más breves posible en nuestra exposición. Sí queríamos 
hacer énfasis en algunos aspectos. ¿Por qué una ley de ejecución de penas? Voy a leer el texto 
constitucional sobre este punto porque la restricción de los derechos requiere una base legal. “Ningún 
habitante de la República será obligado a hacer lo que no manda la ley ni privado de lo que ella no 
prohíbe”. El Instituto Nacional de Rehabilitación ya está funcionando, pero subsiste la necesidad de 
que esto esté enmarcado en una ley. Eso para nosotros es fundamental. En un sistema permeado por 
una cultura institucional autoritaria, discrecional y arbitraria se requieren postulados normativos claros, 
que no pueden ser modificados salvo por un proceso público transparente. Decimos esto porque tal 
vez se podría plantear que ya hay un proyecto en esta materia presentado por el Poder Ejecutivo y lo 
demás se podría reglamentar. Nosotros creemos que no basta con un reglamento porque estos pueden 
ser cambiados y, por consiguiente, es fundamental esta ley. 


Hablando de una normativa inadecuada, obsoleta y autoritaria, como es el Decreto de la Ley 
N? 14.470 de 1975, vemos que no regula aspectos como el uso de la fuerza, no contempla aspectos de 
género o de consumo problemático de sustancias. Un conjunto de reglamentos, como decía 
anteriormente, sustituye lo que debería estar normado. Se trata de la disciplina y la convivencia, del 
uso de la fuerza, de las visitas, de las mesas representativas, del uso de teléfonos celulares, todo con 
aplicación de acuerdo al establecimiento. 


Hay un aspecto que es fundamental; me refiero a la armonización de la legislación con los 
estándares internacionales de protección de los derechos humanos. Esto es básico para Serpaj, ya 
que creemos que se trata de elementos que deben estar armonizados. Estamos hablando de reglas 
mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos; del conjunto de principios para la 
protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión de Naciones 
Unidas; de las reglas de Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos y medidas no privativas 
de libertad para las mujeres delincuentes —Reglas de Bangkok-,; y de los Principios y buenas prácticas 
sobre la protección de los privados de libertad en las Américas de la OEA. 


Me gustaría referirme también a las ideas centrales de este proyecto. Cuando comenzamos 
a trabajar en este anteproyecto, sentimos que algunos de sus elementos eran fundamentales y 
entendimos que apuntaban a profundizar un cambio a nivel del sistema penitenciario. La 
coparticipación en la planificación de la ejecución individual de la pena es una concepción totalmente 
diferente, cuya centralidad es el trato individualizado del sujeto de Derecho como tal y no como objeto 
de Derecho. Precisamente, este sujeto de Derecho va a estar participando y va a estar trabajando en la 
planificación de la ejecución individual de la pena. Esta es una idea central y fundamental que 
realmente hace a un cambio. 


Normas especiales para mujeres y grupos vulnerables. Consideramos que son 
fundamentales. 


Normativas para la implementación de las penas y medidas alternativas a la privación de 
libertad. Se siguen llenando las cárceles. Es fundamental la implementación de las penas y medidas 
alternativas en la privación de libertad y hemos podido observar que en el proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo presentado algunos de estos puntos no aparecen. 


Una gestión civil y técnica de la privación de libertad. Sabemos que aquí se está avanzando 
en lo que es la gestión civil, pero todavía hay mucho por hacer y está bueno que figure dentro de la ley. 


Un abordaje integral del quehacer penitenciario. 


Una guía de actuación para el operador. Lo que se procura es brindar seguridad a todos: a 
los privados de libertad y a los funcionarios. 


Procesos administrativos transparentes y previsibles. 


Garantizar los Derechos Humanos para todos los privados de libertad y, como señalé 
anteriormente, para los operadores penitenciarios. 


Reglamentar el uso de la fuerza y las medidas de seguridad interna. 


Reglamentar el trabajo y la educación desde las perspectivas del Derecho estableciendo una 
estructura interna de los establecimientos. 


¿Qué pretende este proyecto de ley? Una orientación en las políticas públicas en materia 
penitenciaria vista desde la humanización, procurando que cambiemos desde ese lugar. 


Agradecemos la atención que nos han dispensado y estamos a las órdenes para responder 
las preguntas que deseen formularnos. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En primer lugar, deseamos agradecer el aporte de quienes hoy nos visitan ya 
que desde su ámbito de competencia y de tareas están volcando una iniciativa que se sustenta en 
algunos de los principios que hemos manejado permanentemente en torno a la defensa y validez de 
los Derechos Humanos y a la población en su totalidad, más allá de las particularidades existentes 
para los reclusos en un sistema. 


Quisiera saber acerca de los sustentos de este anteproyecto que han presentado y qué 
grado de relevamiento han realizado de otras normativas de la región y del mundo que puedan ser 
elemento de perspectiva de avance en nuestro país. Deseo conocer cuál ha sido el grado de chequeo 
de las normas que están proponiendo con la realidad ya que, quienes hoy nos visitan, vienen relevando 
permanentemente nuestro sistema a través del monitoreo con el fin de identificar puntos de fácil 
armonización y puesta en práctica así como los puntos maduros en los que tal vez la nueva normativa 
o sistema tenga sus mayores dificultades de realización. 


En definitiva, me gustaría saber, en base a este articulado que se presenta y a toda esa 
experiencia, dónde podemos encontrar las principales facilidades y dificultades en el nuevo sistema. 


SEÑORA JUANCHE.- Gracias por efectuar esa pregunta porque realmente omitimos nombrar el 
trabajo previo, de relevamiento y experiencia comparada, que hemos realizado para arribar a este 
anteproyecto. Se observó, básicamente, toda la normativa de privación de libertad de los países de la 
región, algunas experiencias emblemáticas de países europeos y tratamos también de atravesar o 
trasversalizar la perspectiva de armonización de los instrumentos internacionales e interamericanos de 
protección de los Derechos Humanos y también los específicos para las personas privadas de libertad. 
Es el resultado de un estudio comparado con el proyecto que ha presentado el Poder Ejecutivo. 
Tratamos de ver cuáles aspectos, desde nuestro punto de vista y desde la perspectiva de los Derechos 
Humanos, faltaban esencialmente en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Por eso consideramos que 
este anteproyecto de ley que les estamos acercando es un buen insumo para analizar aquellos ejes 
que pudieran enriquecer o complementar la propuesta elevada por el Poder Ejecutivo, que también es 
producto de un momento histórico diferente. Recordemos que en aquel momento la reforma recién 
comenzaba y se tenía menos perspectivas acerca de cómo iría avanzando el plan estratégico hacia la 
operatividad de un sistema en la órbita civil. Sin duda, hay nudos que son tensiones muy difíciles de 
dirimir en el proceso y creemos que uno de ellos, tal vez el más relevante, es el cambio cultural de la 
institución de privación de libertad. De alguna manera y teniendo en cuenta la lógica civil, para 
adecuarse a la normativa y armonizar con los instrumentos de protección internacionales, una 
institución que está atravesada por la lógica policial debe cambiar toda su estructura y los postulados 
que la sustentan. Como sabemos, en todos los órdenes de la vida el cambio cultural es el más difícil de 
promover y probablemente la discusión podrá girar en torno a la pregunta de si una norma es suficiente 
para hacerlo. Seguramente no, pero también está el compromiso y la voluntad política de todos los 
actores implicados. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Ante todo, quiero agradecer la presencia de quienes nos visitan y el 
material que nos han hecho llegar. 


Debo decir que me pareció particularmente interesante su exposición y me gustaría que 
pudieran ampliarla un poco; sobre todo, creo que sería bueno poner un ejemplo práctico sobre el tema 
de la coparticipación y del sujeto de derecho en lugar del objeto de derecho. Me parece que se trata de 
un cambio muy radical y por ello creo que sería muy interesante que se ejemplificara un poco más para 
tenerlo claro. 


Muchas gracias. 


SEÑORA JUANCHE.- La idea está sustentada en otro paradigma de la concepción de la persona que 
está privada de libertad y está entendida desde la necesidad de que la persona que está sujeta a la ley 
penal y tiene como sanción la privación de libertad pueda decidir —el derecho lo tiene— sobre cómo va a 
vivir su vida y cómo hará uso de su tiempo en esas circunstancias. De alguna manera, eso implica 
poder materializar alguna de las iniciativas que se están impulsando en el marco de la reforma 
penitenciaria, orientadas a lo que el Gobierno ha denominado como los ejes fundamentales donde se 
sustenta la rehabilitación de la persona, que son el trabajo y el estudio. Concretamente, se ha pensado 
que cuando la persona ingrese al sistema haya una junta —denominada Junta de 
Tratamiento— que lo reciba, integrada por un equipo multidisciplinario y junto con ella se inicie un 
proceso para poder planificar su tiempo. Por supuesto que ese período será de equis años, de acuerdo 
con la pena que la persona deba cumplir, y en ese tiempo se verá cómo estructurar su vida allí, con la 
posibilidad de trabajar o estudiar, pero también se planificará su acceso al exterior, a la familia, a las 
visitas, y se tendrá en cuenta el contacto y el proceso de las debidas garantías que tienen que ver con 
el acceso a su defensa, etcétera. En particular se pretende ir comprometiendo a la persona en la 
autogestión de su tiempo, intentando revertir el modelo de encierro compulsivo que ha dado pruebas 
más que sobradas de que no solo no rehabilita, sino que tampoco disuade. 


SEÑORA VASELLI.- Esto también se hace pensando en el egreso de la persona, que es algo que 
tenemos que considerar ya que ella se va a reinsertar —a veces hablo más de la rehabilitación— y es 
fundamental que se reinserte socialmente. 


Por eso, con este trabajo que se está haciendo, que es participativo, en el que la persona 
también está interviniendo, también se está trabajando teniendo en cuenta el día en que se reinsertará 
en la sociedad. Creo que el egreso es algo en lo que tenemos que pensar muchísimo. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Les agradezco la aclaración. Me quedó muy claro. 


En algunos antecedentes eso se llamaba la planificación armónica objetiva y subjetiva de la 
reclusión. Lamentablemente, me permito advertir que para eso se requiere personal altamente 
calificado para llevar adelante esa política. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más preguntas para formular, les agradecemos la presentación. 
Sin duda, será un tema de debate a la hora de aprobar la ley. 


Muchísimas gracias. 


Aprovechamos para comentar que estamos continuando con la visita a las cárceles, como 
habíamos planificado. El 26 de abril estaríamos visitando el Centro de Rehabilitación Campanero, en 
Minas. Falta más de un mes todavía, pero lo comento para que vayan agendándolo. 


Más adelante visitaremos las de Maldonado y Rivera, que eran las que habíamos priorizado. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 37 minutos.) 


Presentación realizada por Servicio Paz y Justicia 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


